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Informe vigente.

Se recibe en esta Intervención General consulta procedente de la Intervención Delegada de Consejo de Gobierno relativa a la determinación del inicio del plazo para el pago del precio de los contratos así como del momento a partir del cual se generan intereses de demora, conforme a la redacción del artículo 216.4 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre (en adelante, TRLCSP), y la interpretación que sobre dicho precepto ha sido fijado por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

El escrito de consulta trae causa de los siguientes:

ANTECEDENTES
1. El Real Decreto-ley núm. 4/2013, de 22 de febrero, de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo
 en su Disposición final sexta, modifica el apartado cuarto del artículo 216.4 del TRLCSP en el sentido de que a partir de su entrada en vigor, el 24 de febrero de 2013, la exigibilidad del pago de la Administración ya no se produce desde la fecha de “expedición de las certificaciones de obras o de los correspondientes documentos que acrediten la realización total o parcial del contrato”, sino a partir de la “aprobación de las certificaciones de obra o de los documentos que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el contrato de los bienes entregados o servicios prestados”.  
El artículo añade respecto al cómputo de los intereses, un párrafo en el que se señala que “para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo de intereses, el contratista deberá de haber cumplido la obligación de presentar la factura ante el registro administrativo correspondiente, en tiempo y forma, en el plazo de treinta días desde la fecha de entrega efectiva de las mercancías o la prestación del servicio”.
2. Se somete a fiscalización de la Intervención Delegada de Consejo de Gobierno en aplicación de lo dispuesto en los artículos 16, 82 y siguientes de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, una propuesta de autorización de un gasto para el abono de intereses de demora por el retraso en el pago de las facturas de un contrato administrativo suscrito el 9 de enero de 2009, y cuyo periodo de ejecución finalizó el 9 de enero de 2015. 

Por la citada Intervención se requirió al centro gestor mediante actuación interesada para que aportaran explicación detallada de los criterios aplicados en la tabla de cálculo de los intereses así como la documentación acreditativa de la conformidad que se había considerado para el cómputo de los plazos. En su contestación el centro gestor considera indiferente el cambio normativo operado a los efectos del cálculo.
3. La Intervención Delegada de Consejo de Gobierno en su consulta pone de manifiesto que la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas se ha pronunciado en su informe  10/13, de 26 de febrero de 2015 sobre la interpretación que ha de darse a los artículos 216 y 222 del TRLCSP después de la reforma del Real Decreto-ley 4/2013, e igualmente lo ha hecho la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Junta de Aragón, en su informe 19/2013, de 25 de septiembre.

Tomando como referencia el informe de la Junta Consultiva estatal, que ante la cuestión relativa a “si el plazo de 30 días establecido en el artículo 216. 4 del TRLCSP para el pago de las prestaciones objeto del contrato en el caso de contratos de suministros o servicios, se computa, a partir del reconocimiento de la obligación, o se computa desde el acto formal de conformidad o recepción”,  considera que el cómputo de plazo para el abono se inicia a partir del acto administrativo de aprobación de la certificación de obra o de los documentos que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el contrato de los bienes entregados o servicios prestados, que se corresponde, en el ámbito de la gestión presupuestaria, con el reconocimiento de la obligación.

La Junta concluye posteriormente que “es el acto del reconocimiento de la obligación el que va a determinar el inicio del cómputo del plazo de 30 días que se establece en el artículo 216.4 del TRLCSP”.
La Intervención Delegada de Consejo de Gobierno, aplicando la definición que el artículo 68 c) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid hace de la fase de reconocimiento  de la obligación  (“operación por la que se contrae en cuentas los créditos exigibles contra la administración comunitaria, reconociendo que ésta queda obligada frente a un tercero a cumplir con una prestación dineraria”) y que dicha operación se instrumenta formalmente con la tramitación del expediente contable OK / ADOK , solicita a la Intervención General un pronunciamiento expreso sobre la forma en que deberá aplicarse en los diferentes tipos de contratos (obras, servicios y suministros, contratos menores, etc.) el criterio manifestado por dichas Juntas consultivas en materia de contratación, sobre todo por cuanto la tramitación del expediente contable se desarrolla en sucesivas fases de propuesta de gasto, fiscalización, aprobación por el órgano competente y su contabilización.
Para resolver la consulta planteada  procede realizar las siguientes:
CONSIDERACIONES
I. Marco normativo de la reforma del artículo 216.4 del  TRLCSP

Como cuestión previa para el análisis de la cuestión planteada es conveniente hacer referencia al marco normativo general y a las distintas modificaciones del artículo 216 del TRLCSP, la última recogida en la Ley 13/2014, de 14 de julio, de Transformación del Fondo para la Financiación de los Pagos a Proveedores, vigente en la actualidad.
La reducción de la morosidad es uno de los objetivos prioritarios marcados por las reformas que tienen su origen en la modificación del artículo 135 de la Constitución y en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera (LO 2/2012). 
Formando parte de los requerimientos de Europa, se fueron introduciendo en las normas determinados aspectos que responden a  la necesidad de reducir la morosidad en el pago de las deudas contractuales entre empresas y las Administraciones Públicas, por los efectos negativos que tiene sobre el empleo, la competitividad y la propia supervivencia de las empresas, en especial de las PYMES y de evitar una actuación discrecional de la Administración estableciendo una duración máxima de los procedimientos administrativos relacionados con el pago de este tipo de deudas.
Además del artículo 216, también se introducen otras modificaciones, como la recogida en  el artículo 222 del TRLCSP que se refiere al cumplimiento de los contratos y recepción de la prestación y se han ido perfilando también las obligaciones de los contratistas, que  tienen el deber de presentación de facturas en un registro administrativo, obligación también recogida en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de Impulso de la Factura Electrónica y Creación del Registro Contable de Facturas en el Sector Público.
El conjunto de estas modificaciones y su finalidad pone de  manifiesto la trascendencia que tiene la fecha de aprobación de las certificaciones de obra, de los documentos acreditativos de la conformidad con el contrato de los bienes entregados o servicios prestados, de la conformidad de las facturas y las fechas de la presentación de las facturas en los registros como elementos necesarios para determinar si las Administraciones cumplen o no las obligaciones de pagar en plazo y por tanto si incurren o no en mora en sus relaciones con los contratistas de obras, servicios, suministros y todos tipo de contratos regulados por la normativa de contratación pública.

II. Fase de comprobación de la aceptación o comprobación previa de la prestación. 
El artículo 216.4, tras su modificación,  precisa las fases del procedimiento del pago del precio de los contratos señalando:

 “La Administración tendrá la obligación de abonar el precio dentro de los treinta días siguientes a la fecha de aprobación de las certificaciones de obra o de los documentos que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el contrato de los bienes entregados o servicios prestados, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 222.4 (liquidación del contrato), (…)

Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 222.4 (liquidación del contrato) y 235.1 (certificación final de las obras ejecutadas) la Administración deberá aprobar las certificaciones de obra o los documentos que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el contrato de los bienes entregados o servicios prestados dentro de los treinta días siguientes a la entrega efectiva de los bienes o prestación del servicio, salvo acuerdo expreso en contrario establecido en el contrato y en alguno de los documentos que rijan la licitación”.

Se establecen, con carácter general y sin perjuicio de los plazos especiales que se regulan para la certificación final de las obras y el pago de la liquidación del contrato, dos obligaciones para la Administración, sujetas a plazo y en las que además se diferencian los documentos propios del contrato de obras y los relativos a otros contratos:

•Aprobar las certificaciones de obra o documentos acreditativos de la conformidad de la obra o servicio dentro de los treinta días siguientes a la entrega de los bienes o prestación de servicios.
•Abonar el precio dentro de los treinta días siguientes a la fecha de aprobación de las certificaciones de obra o documentos acreditativos de la conformidad de la obra o servicio.

Por tanto, desde el punto de vista de las actuaciones que está obligada a realizar la Administración, una vez realizada la obra, entregado el bien o bienes, o prestado el servicio objeto del contrato, dentro del plazo de treinta días posteriores, (salvo acuerdo expreso en contrario recogido en el contrato y siempre que no sea manifiestamente abusivo para el acreedor,) deberá comprobar/verificar la prestación contractual y aprobar la documentación acreditativa de la misma.

Es necesario, por lo tanto, en este marco, determinar los elementos asociados a este plazo inicial que obliga a la Administración a actuar en el plazo de 30 días desde  la entrega de los bienes o la prestación de los servicios, debiendo diferenciar a estos efectos los contratos de obras por una parte y por otra el resto de contratos.
A) Contrato de obras.
Para los contratos de obra, la norma distingue el procedimiento para las certificaciones ordinarias de obras, la certificación final y la liquidación.
A.1 Certificaciones ordinarias

Se analiza en primer lugar el inicio del plazo para aprobar las certificaciones de obra y momento en el que se considera debe entenderse que queda aprobada la certificación ordinaria de las obras.

En los contratos de obras, el artículo 232.1  del TRLCSP y el artículo 150 del Reglamento General de  la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas aprobado por Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre (en adelante RGLCAP), fija la obligación para la Administración de expedir con periodicidad mensual
 y dentro de los diez días siguientes al mes que correspondan, las certificaciones que comprendan la obra ejecutada durante dicho periodo de tiempo, salvo prevención en contrario en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

Por tanto, con carácter general, la prestación es de periodicidad mensual, por lo que se entiende que la prestación se ha realizado durante todo el mes, comenzando el plazo para aprobar la certificación de la obra realizada durante un mes, el primer día natural del mes siguiente. 
De ese modo, en los treinta días siguientes,  la Administración debe realizar los trámites que se recogen en los artículos 147 a 150 del RGLCAP (en los 10 primeros: la medición de la obra, expedición de la relación valorada a origen, trámite de audiencia al contratista) y aprobar la certificación de la obra por el órgano competente.

El modelo recogido en el anexo XI del RGLCAP, recoge en su apartado 23 un conforme que debe ser cumplimentado por el órgano de la Administración con competencias para ello. 
Es necesario tener en cuenta la actuación de los diferentes sujetos intervinientes:

-  el director facultativo de las obras (que puede ser un técnico funcionario de la Administración, o un tercero contratado mediante el correspondiente contrato de servicios) certifica con su rúbrica tres cuestiones:

a) que el importe de las obras ejecutadas en el periodo al que corresponde la certificación asciende a una determinada cantidad.
b) que el importe que se acredita para el abono al adjudicatario asciende a una determinada cantidad, y 

c) que se cumplen, si ha lugar, los requisitos previstos en el artículo 89 del TRLCSP (referentes a la revisión de precios) y en el pliego de cláusulas administrativas particulares. 

- el representante de la Administración con competencias para ello, determina su conformidad con dichos extremos, lo que supone en la práctica una aprobación, que conllevará el inicio de la tramitación administrativa para proceder a su pago, lo que presupuestariamente supone  iniciar  la fase de reconocimiento de la obligación y posterior pago.

La reforma del artículo 216.4 del TRLCSP no ha determinado expresamente que sea el órgano de contratación el que deba de aprobar la certificación ordinaria de las obras (como sí establece expresamente para la certificación final de las obras en el artículo 235.1 del TRLCSP),  pudiera ser por el carácter de abonos a buena cuenta que tienen las certificaciones ordinarias, pero nada obstaría para que las Administraciones públicas regularan expresamente quienes son los órganos competentes para establecer dicha  conformidad dentro de las competencias de autoorganización (el responsable del contrato, el órgano de contratación, como ya ha hecho alguna Administración), y que vendría a ser, entendemos, la aprobación formal de la certificación ordinaria a la que se refiere la Ley. 

A.2 Certificación final

El artículo 235.1 párrafo segundo del TRLCSP establece que: 
“Dentro del plazo de tres meses contados a partir de la recepción, el órgano de contratación deberá aprobar la certificación final de las obras ejecutadas, que será abonada al contratista a cuenta de la liquidación del contrato en el plazo previsto en el artículo 216.4 del TRLCSP.”

El artículo 166 del RGLCAP establece el procedimiento de expedición de la  certificación final de la obra (debe expedirse dentro del plazo de cuarenta días desde la recepción de la obra: un mes para medición, periodo de alegaciones, relación valorada, y 10 días para la expedición), y  como ya se ha dicho, en la certificación final de las obras la norma ha determinado que exista un acto formal del órgano de contratación que apruebe la certificación final (en el plazo de tres meses desde la recepción de la obra), por lo que será esa fecha la que se considere como fecha de aprobación de la certificación (final) de la obra. 

A.3 Certificación de liquidación

El artículo 169.1 y 2 del  RGLCAP regula la liquidación del contrato de obras y el artículo 235.4 del TRLCSP fija un plazo de 60 días para el pago de las obligaciones pendientes que resulten, en su caso de la liquidación del contrato una vez transcurrido el periodo de garantía previsto en los pliegos de cláusulas administrativas particulares. 

Se tomará como fecha para el inicio del cómputo del plazo del abono del precio de la liquidación, el de la aprobación de la liquidación del contrato por el órgano de contratación (artículo 169.3 del RGLCAP).
Por tanto, en el contrato de obras, la fecha de aprobación de la certificación ordinaria, será la que conste en el modelo de certificación suscrita por el representante de la Administración con competencias para ello mientras que  en la certificación final y en la de liquidación del contrato la fecha de aprobación por el órgano de contratación.
B) Resto de contratos
En el resto de los contratos, es necesario distinguir el pago general de las prestaciones derivadas de los contratos del  pago derivado de la liquidación.

B.1 Pago del precio del contrato

En este apartado rige lo dispuesto en el artículo 216.4 del TRLCSP, y todas las referencias que se han hecho en el apartado de las obras a la aprobación de la certificación de las obras, debe hacerse a los documentos acreditativos de la conformidad por las Administraciones Públicas con lo dispuesto en el contrato de servicios prestados o bienes entregados. 

El artículo 222 del TRLCSP establece que el contrato se entenderá cumplido por el contratista cuando éste haya realizado, de acuerdo con los términos del mismo y a satisfacción de la administración, la totalidad de la prestación, cuya constancia exigirá por parte de la Administración un acto formal y positivo de recepción o conformidad dentro del mes siguiente a la entrega o realización del objeto del contrato, o en el plazo que se determine en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

B.2 Liquidación de los contratos

En la liquidación del contrato el artículo 222.4 del TRLCSP establece: 

“Excepto en los contratos de obras, que se regirán por lo dispuesto en el artículo 235, dentro del plazo de treinta días a contar desde la fecha del acta de recepción o conformidad, deberá acordarse y ser notificada al contratista la liquidación correspondiente del contrato, y abonársele, en su caso, el saldo resultante. No obstante, si la Administración Pública recibe la factura con posterioridad a la fecha en que tiene lugar dicha recepción, el plazo de treinta días se contará desde que el contratista presente la citada factura en el registro correspondiente. Si se produjera demora en el pago del saldo de liquidación, el contratista tendrá derecho a percibir los intereses de demora y la indemnización por los costes de cobro en los términos previstos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales.”

A  efectos de la aprobación de la liquidación y pago, regirá el plazo de 30 días desde la fecha del acta de recepción o conformidad, suscrita por el representante de la Administración con competencias para ello, que normalmente será el responsable del contrato.
Por tanto,  en el resto de los contratos distintos de los de obras, será la fecha de aprobación del documento que acredite que la prestación del contrato se ha realizado a satisfacción de la Administración, que será suscrita normalmente por el responsable del contrato la que determinará el inicio del cómputo
.
III.- El concepto de “reconocimiento de la obligación”. 

La Ley 9/1990, establece en su artículo 38 que las obligaciones económicas de la Hacienda de la Comunidad nacen de la Ley, de los negocios jurídicos y de los actos o hechos que, según Derecho, las generen.

Por otra parte, el artículo  39 se refiere a la exigibilidad de las obligaciones de pago en los siguientes términos:

“1. Las obligaciones de pago son exigibles de las Instituciones y de la Administración de la Comunidad y de sus Organismos Autónomos cuando resultan de la ejecución de los Presupuestos Generales de la Comunidad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 54, apartado 3, de esta Ley, de sentencia judicial firme o de operaciones de Tesorería legalmente autorizadas. 

2. Si dichas obligaciones tienen por causa las prestaciones o servicios a la Administración, el pago no podrá efectuarse si el acreedor no ha cumplido o garantizado su correlativa obligación.”
Exige la norma, por lo tanto, dos requisitos diferenciados relacionados cada uno de ellos con los dos aspectos que conforman este tipo de expedientes: 

- como expediente de gasto debe cumplir los requisitos derivados de la normativa presupuestaria, entre los que se encuentran las diferentes fases de ejecución presupuestaria, previstas en el artículo 68 de la Ley 9/1990.

- el expediente deberá contener la documentación justificativa del cumplimiento de las obligaciones, que en el caso de los contratos nos lleva a la regulación que de este aspecto se contiene en el TRLCSP.

El artículo 68 recoge las diferentes fases de ejecución presupuestaria, refiriéndose a los actos administrativos de gasto cuya adopción es necesaria para el pago de obligaciones por parte de la Comunidad de Madrid, uno de los cuales es el reconocimiento de la obligación o fase O.
Sin embargo, desde el punto de vista administrativo también existe una fase en el que la Administración reconoce que el acreedor ha cumplido su prestación y en consecuencia, supone un reconocimiento de la obligación (no desde el punto de vista contable todavía). 

Este reconocimiento administrativo de la obligación es el que determina el inicio del cómputo de 30 días de plazo, que se corresponde con el que tiene la Administración en el ámbito presupuestario para el pago de la misma.
Es la utilización de una misma terminología, el reconocimiento de la obligación,  referida a dos aspectos diferentes, el administrativo y el contable,  la que puede ocasionar problemas de interpretación.

El acto mediante el cual la Administración reconoce que el contratista ha prestado adecuadamente sus servicios es un acto de reconocimiento de la obligación, que posteriormente tendrá reflejo contable en la fase presupuestaria correspondiente cuya denominación es la misma pero cuyo contenido es diferente. Así, desde el punto de vista presupuestario, esta fase se define de la siguiente forma:

“c) Reconocimiento de la obligación es la operación por la que se contrae en cuentas los créditos exigibles contra la Administración comunitaria, reconociendo que ésta queda obligada frente a un tercero a cumplir una prestación dineraria”.
Si la Ley hubiese querido llevar el inicio del cómputo de los treinta días para pagar las certificaciones ordinarias de las obras al momento de la tramitación del expediente de  gasto que incluye el reconocimiento de la obligación (entendida como fase O), lo hubiese dicho expresamente. 

Más bien al contrario, acorde con su finalidad, la norma señala expresamente como momento del cómputo,  esa actuación  previa que supone la aprobación de la prestación objeto del contrato, que en las obras se residencia en ese momento de aprobación de la certificación.

Las Juntas consultivas expresamente se refieren a este momento como inicio del cómputo del plazo y a renglón seguido hacen referencia al “acto de reconocimiento de la obligación” igualmente como inicio del cómputo del mismo plazo. 
Dado que considerar que el inicio del plazo se produce en dos momentos diferentes llevaría a una contradicción, solamente cabe interpretar que con diferente terminología, se refiere al mismo momento. El reconocimiento de la obligación desde el punto de vista administrativo efectivamente inicia el cómputo de 30 días para reconocer la obligación desde el punto de vista presupuestario.
No puede interpretarse la afirmación de las Juntas consultivas en el sentido de que  el “dies a quo” o momento desde el que se computa el plazo para que la Administración proceda al abono (cuyo incumplimiento conlleva la ineludible consecuencia de abonar los intereses de demora procedentes), es el del reconocimiento de la obligación en el marco del expediente de gasto que comprenda la fase O,  cuya iniciación depende de la voluntad de la propia  Administración, lo que sería contrario al espíritu de la norma, que establece plazos y momentos concretos precisamente  con el objetivo de impedir dilaciones.
De hecho, la cuenta financiera 413 se denomina “Acreedores por operaciones pendientes de aplicar a presupuesto” y en ella se incluyen todas aquellas facturas que se hayan conformado por parte de los órganos gestores, es decir, todas aquellas facturas que no presentan errores u omisiones y que responden a bienes entregados o servicios realizados de conformidad, lo cual viene a corroborar la existencia de un reconocimiento de la obligación diferente a la fase presupuestaria.
IV. Presentación de las facturas por el contratista. 
El TRLCSP establece también una obligación que corresponde al contratista, exigiendo la presentación de la factura en tiempo y forma, utilizando para determinar  el cómputo del plazo para su cumplimiento, los mismos criterios que para la Administración: 
“Para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo de intereses, el contratista deberá de haber cumplido la obligación de presentar la factura ante el registro administrativo correspondiente, en tiempo y forma, en el plazo de treinta días desde la fecha de entrega efectiva de las mercancías o la prestación del servicio.”
Si el contratista no cumple con esta obligación, es la propia norma la que establece la consecuencia:

“En todo caso, si el contratista incumpliera el plazo de treinta días para presentar la factura ante el registro administrativo, el devengo de intereses no se iniciará hasta transcurridos treinta días desde la fecha de presentación de la factura en el registro correspondiente, sin que la Administración haya aprobado la conformidad, si procede, y efectuado el correspondiente abono.”

Es necesario tener en cuenta que el plazo de 30 días desde la aceptación para que la Administración proceda al pago se corresponde con la fase presupuestaria de reconocimiento de la obligación para la cual es necesaria la factura, por lo que si el contratista no la ha presentado la Administración no puede tramitar su procedimiento presupuestario y no siendo imputable a ella esta circunstancia,  la consecuencia es que no se devenga el interés correspondiente hasta que la factura sea presentada adecuadamente.
La Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de Impulso de la Factura Electrónica y Creación del Registro Contable de Facturas en el Sector Público, obliga en su art. 8 a las Administraciones Públicas a  la creación, de un registro contable de facturas cuya gestión corresponderá al órgano o unidad administrativa que tenga atribuida la función de contabilidad y que debe estar interrelacionado o integrado con el sistema de información contable.

Al igual que el TRLCSP establece en el artículo 3 de la Ley la obligación de presentación en un registro administrativo de las facturas expedidas por los servicios que presten o bienes que se entreguen a una Administración Pública en el marco de cualquier relación jurídica, creando para las que se presenten de forma electrónica, los puntos generales de entradas de facturas electrónicas que tienen el carácter de registro administrativo. 
Los proveedores tienen la obligación de presentar sus facturas en un registro administrativo en el plazo de 30 días desde la entrega de los bienes o la prestación del servicio.

Ya se presente en papel, en los casos en los que es legalmente posible, como en el supuesto de presentación de facturas electrónicas, la fecha de entrada en el registro administrativo queda reflejada en el Registro contable de facturas. En esta primera fase, la factura aparecerá como Anotada. 

Pero el artículo 216.4 no sólo establece la obligación genérica de los proveedores y contratistas de presentar factura ante el registro administrativo correspondiente, sino que matiza que debe ser, en tiempo y forma.  Por ello si la factura se presenta en papel y no  cumple los requisitos formales será devuelta y en el caso de las facturas electrónicas igualmente no se realizarán la fase posterior, que es la validación.
Una vez validada la factura, se procederá a dar la conformidad a la misma.  Mediante esta acción se constatará no solamente datos de tipo contable sino también que la factura se corresponde con bienes recibidos o servicios prestados de conformidad.

La conformidad de la factura genera de forma automática un asiento en la Cuenta 413, por lo que pasa a considerarse deuda de la Comunidad de Madrid.

Por lo tanto, para valorar el cumplimiento de la obligación de la presentación por el contratista de la factura en el registro administrativo, se atenderá a la fecha de presentación que conste en el  Registro contable de facturas. 

De lo anteriormente expuesto se derivan las siguientes:
CONCLUSIONES
1.- A efectos del cómputo de los intereses de demora, el plazo de treinta días que para el pago del precio establece el artículo 216.4 del TRLCSP, se computa a partir de la fecha de aprobación de la certificación de obra o de los documentos que acrediten la conformidad con el contrato de los bienes entregados o servicios prestados, siempre que el contratista haya expedido y presentado la factura en el registro administrativo correspondiente, en los términos establecidos en el cuerpo de este informe.
2.- La referencia que las Juntas consultivas de contratación administrativa hacen a la fase de reconocimiento de la obligación en el ámbito presupuestario,  no debe ser interpretada en el sentido de que los plazos para el pago computan desde que se inicia la tramitación del expediente de gasto que incluya la fase O, aunque los documentos que contengan  dicha aprobación formen parte del expediente administrativo que se tramite en la fase del gasto de reconocimiento de la obligación.
� Convalidado y tramitado posteriormente como proyecto de Ley, dando lugar a la Ley 11/2013, de 26 de julio de medidas de apoyo al emprendedor y estímulo del crecimiento y la creación de empleo)


� El artículo 216 ha sido modificado en varias ocasiones:  Ap. 4 modificado por disp. final 6.1 de Real Decreto-ley  4/2013, de 22 de febrero, (modificación posteriormente recogida en la disp. final 7.1 de Ley 11/2013, de 26 de julio) y por la disp. final 1 de Ley núm. 13/2014, de 14 de julio. 


La Ley  14/2013, de 27 de septiembre también modificó sus apartados 6 y 8 (art. 47 ap. 1 y 2)





� O con la periodicidad que se fije en los correspondientes pliegos.


� Artículo 52 TRLCSP. Responsable del contrato


1. Los órganos de contratación podrán designar un responsable del contrato al que corresponderá supervisar su ejecución y adoptar las decisiones y dictar las instrucciones necesarias con el fin de asegurar la correcta realización de la prestación pactada, dentro del ámbito de facultades que aquéllos le atribuyan. El responsable del contrato podrá ser una persona física o jurídica, vinculada al ente, organismo o entidad contratante o ajena a él.


2. En los contratos de obras, las facultades del responsable del contrato se entenderán sin perjuicio de las que corresponden al Director Facultativo conforme con lo dispuesto en el Capítulo I del Título II del Libro IV.





� El propio artículo 4 de la Directiva 2011/7/UE de 16 de febrero de 2011, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad  en las operaciones comerciales, al establecer los periodos de pago en su apartado IV determina que “si legalmente o en el contrato se establece un procedimiento de aceptación o de comprobación en virtud del cual deba verificarse la conformidad de los bienes o los servicios con lo dispuesto en el contrato y si el deudor recibe la factura o la solicitud de pago equivalente a más tardar en la fecha en que tiene lugar dicha aceptación o verificación, 30 días naturales después de dicha fecha.”





� En el ámbito de la Comunidad de Madrid se ha dictado la Orden de 10 de octubre de 2014, del Consejero de Economía y Hacienda, por la que se regula el Registro Contable de Facturas en el ámbito de la Administración General de la Comunidad de Madrid, sus organismos autónomos y entes del sector público integrados en su Sistema de Información Económico-Financiero, cuyo objeto es regular la anotación y el procedimiento de tramitación de las facturas en el Registro Contable de Facturas de la Comunidad de Madrid, integrado en su Sistema de Información Económico-Financiero, así como establecer las actuaciones de control y seguimiento de la tramitación de las facturas anotadas en el Registro por parte de los órganos competentes.
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